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Sobre:  

Daños y Perjuicios 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Sánchez Ramos, el Juez 

Ramos Torres y el Juez Candelaria Rosa.  

 

Candelaria Rosa, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 17 de diciembre de 2021.  

El apelante, Calvin Santos Feliciano (señor Santos Feliciano), 

quien se encuentra bajo la custodia del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación (DCR), comparece por derecho propio mediante un 

escrito intitulado Certiorari. Acogemos el recurso como una apelación, 

por recurrir de una Sentencia emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia, aunque conservando su identificación alfanumérica. 

Confirmamos el dictamen apelado.  
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Según se desprende del expediente electrónico que consta en el 

Sistema Unificado de Manejo y Administración de Casos (SUMAC), 

los apelantes de título presentaron una demanda el 9 de septiembre de 

2019. En esta, alegaron pertenecer a una congregación cristiana 

carcelaria y que los apelados, sin motivo fundamentado, impidieron su 

asistencia a cierto culto celebrado en la cancha de baloncesto de la 

Institución Correccional de Bayamón 501. De tal manera, sostuvieron 

que los apelados violaron sus derechos constitucionales y que dicha 

acción les ocasionó daños. En consecuencia, reclamaron la cantidad de 

$10,000.00 para cada demandante, para un total de $80,000.00.  

Mediante la Sentencia emitida el 18 de octubre de 2021, el 

Tribunal de Primera Instancia determinó que los apelantes deben 

presentar su queja ante la División de Remedios Administrativos del 

DCR. Así, dado que no agotaron los remedios administrativos 

correspondientes, el foro sostuvo que carece de jurisdicción, por lo que 

desestimó la demanda presentada. En desacuerdo, el señor Santos 

Feliciano compareció ante este Tribunal de Apelaciones y solicitó que 

se lo relevara de tener que agotar los remedios administrativos 

correspondientes para la continuación de los procedimientos.  

Al amparo del Plan de Reorganización 2–2011 de 21 de 

noviembre de 2011, el DCR adoptó el Reglamento para atender las 

solicitudes de remedios administrativos radicadas por los miembros de 

la población correccional, Reglamento Núm. 8583, de 4 de mayo de 

2015 (Reglamento 8583). De acuerdo con la Regla VI del Reglamento 

8583, la División de Remedios Administrativos posee jurisdicción para 

atender las solicitudes de remedio administrativo presentadas por 

miembros de la población correccional. Entre las quejas que los 
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confinados pueden presentar en contra del DCR ante la División de 

Remedios Administrativos, se encuentran las relacionadas con los 

servicios religiosos. Véase la Introducción del Reglamento 8583.  

Por otro lado, el objetivo principal del agotamiento de remedios 

administrativos es evitar la intervención judicial innecesaria o a 

destiempo que interfiera, de alguna manera, con el cauce y desenlace 

normal del procedimiento administrativo. Delgado Rodríguez v. 

Nazario de Ferrer, 121 DPR 347 (1988). Según se ha resuelto, dicha 

doctrina no debe ser soslayada, pues si una parte involucrada en un 

procedimiento administrativo acude al Tribunal previo a agotar los 

remedios administrativos disponibles, dicho Tribunal carece de 

jurisdicción. Igartúa de la Rosa v. ADT, 147 DPR 318 (1998). No 

obstante, se ha establecido que la doctrina de agotamiento de remedios 

administrativos no es de aplicación inflexible, sino que reconoce 

excepciones. AAA v. UIA, 199 DPR 638 (2018). En ese sentido, la 

Sección 4.3 de la Ley Núm. 38-2017, conocida como Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico, 

establece lo siguiente:  

El tribunal podrá relevar a un peticionario de tener que 

agotar alguno o todos los remedios administrativos 

provistos en el caso de que dicho remedio sea inadecuado, 

o cuando el requerir su agotamiento resultare en un daño 

irreparable al promovente y en el balance de intereses no 

se justifica agotar dichos remedios, o cuando se alegue la 

violación sustancial de derechos constitucionales, o 

cuando sea inútil agotar los remedios administrativos por 

la dilación excesiva en los procedimientos, o cuando sea 

un caso claro de falta de jurisdicción de la agencia, o 

cuando sea un asunto estrictamente de derecho y es 

innecesaria la pericia administrativa. 3 LPRA sec. 9673. 

 

En el presente caso, el mero hecho de que el apelante solicite en 

su demanda que se lo releve de tener que agotar los remedios 
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administrativos correspondientes no significa que, automáticamente, el 

foro primario estuviese obligado a así hacerlo. De otra parte, aunque el 

señor Santos Feliciano señala, con razón, que nuestro ordenamiento 

reconoce la existencia de excepciones a la doctrina de agotamiento de 

remedios administrativos, no argumenta bajo cuál de dichas 

excepciones debería considerarse su reclamo. En atención a lo anterior, 

y en la medida en que el propio Reglamento 8583 establece que la 

División de Remedios Administrativos posee jurisdicción para atender 

las solicitudes de remedio relacionadas de alguna manera con la 

celebración de servicios religiosos, concluimos que no incidió el 

Tribunal de Primera Instancia. Por tales fundamentos, confirmamos la 

Sentencia apelada.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

El Juez Ramos Torres disiente. Considera que los peticionarios 

no tienen que agotar los remedios administrativos tal como lo intima la 

mayoría, ello, porque la Administración de Corrección y Rehabilitación 

no está autorizada a conceder indemnización por daños. El hecho de 

que estos puedan en cualquier momento reclamarle a la Agencia que 

desista de tal prohibición, no priva al Tribunal de Primera Instancia de 

su jurisdicción. Esto es, ambos reclamos pueden ser atendidos de 

manera independiente y simultánea.  

 

 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


